
Bogotá D.C; 10 de marzo de 2023 

Señor 
JUEZ DE CIRCUITO (REPARTO).  
E. S. D. 
  
Asunto: ACCIÓN DE TUTELA 
Accionante:  Karol Lisette Castañeda Supanteve 
Accionado: Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 

Yo, Karol Lisette Castañeda Supanteve, identificada con la cédula de ciudadanía número 
1.013.604.791 expedida en la ciudad de Bogotá, actuando en nombre propio, invocando el 
articulo 86 de la Constitución Política, acudo ante su honorable Despacho para instaurar 
ACCIÓN DE TUTELA, con el objeto que se protejan mis derechos constitucionales 
fundamentales al debido proceso (Art. 29 C.P) petición (Art. 23 C.P), igualdad (Art. 13 C.P), 
trabajo (Art. 25 C.P) acceso y ejercicio de cargos públicos (Art. 40, núm 7 C.P) madre cabeza 
de familia (Ley 1232 de 2008) y estabilidad laboral reforzada en empleos públicos (Ley 790 
de 2002, art.12), que resultan flagrantemente violados por el MINISTERIO DE 
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS  COMUNICACIONES- MINTIC. 
Lo anterior lo fundamento en los siguientes hechos: 

I. HECHOS 
 

1. Ingresé al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones- 
MINTIC el día 03 de marzo de 2016, donde laboré durante más de 6 años de servicio; 
fui incorporada a la planta global del Ministerio de las TIC´s en provisionalidad 
mediante Resolución N° 0329 del 26 de febrero de 2016 en la extinta Subdirección 
de Innovación de Tecnologías de la Información en el cargo de Secretaria ejecutiva 
grado 17. Debido a la reestructuración interna el cargo fue reubicado en la Dirección 
de Gobierno Digital mediante resolución N° 0003059 de noviembre de 2017, 
posteriormente fui traslada al GIT de Seguridad y Privacidad adscrito a la 
Dirección de Gobierno Digital; luego se dio traslado del cargo al GIT de Servicios 
Ciudadanos Digitales adscrito a la Dirección de Gobierno Digital mediante 
resolución N° 002109 del 16 de octubre del 2020; finalmente mediante resolución N° 
00722 del 10 de marzo de 2022 se hace traslado del cargo al GIT de ColCERT 
adscrito al Despacho del Viceministerio de Transformación Digital donde me 
encontraba trabajando hasta la fecha del retiro del servicio por parte de la Entidad. 
 

2. El Ministerio de las TIC´s realizó la Convocatoria Nación 3 proceso de selección N° 
1517 de 2020, mediante Acuerdo N° 20211000000106 del 19 de enero de 2021, fue 
ofertado entre otros el empleo Secretaria ejecutiva grado 17 con OPEC 147804, 
correspondiente a los empleos de los procesos misionales (Procesos de apoyo 
administrativo) de la Dirección de Gobierno Digital. 

 



3. Que en el margen del concurso me presenté en la OPEC 147841 al cargo de técnico 
operativo grado 14 adscrito a la Subdirección de Investigaciones Administrativas 
adscrita a la Dirección de Vigilancia, Inspección y Control del Viceministerio de 
Conectividad, donde ocupé el segundo lugar con un puntaje general de 72,69 como 
se evidencia a continuación: 

 

4. En razón al proceso de selección del concurso de mérito Convocatoria Nación 3 
proceso de selección N° 1517 de 2020, la CNCS profirió́ la resolución No 19146 del 
2 de diciembre de 2022, con la cual la lista de elegibles cobró firmeza para nombrar 
al joven Geovanny Andrés Acevedo con C.C. 1.023.910.731 en la Subdirección de 
Investigaciones Administrativas adscrita a la Dirección de Vigilancia, Inspección y 
Control del Viceministerio de Conectividad. 

 

5. El día 7 de diciembre de 2022, mediante formulario a solicitud de la Entidad 
diligencié la caracterización de madre cabeza de hogar, aportando los respectivos 
soportes del título que ostento. 
 



 
 

6. El día 15 de diciembre de 2022 mediante radicado N°222129344, solicité la 
actualización en el expediente laboral de los soportes correspondiente a la 
dependencia económica de mis hijos Salome Santos Castañeda y Nicolas Herrera 
Castañeda y madre Oliva Supanteve de Castañeda, junto a la Declaración 
Juramentada N° 4076 de la Notaria Séptima del Círculo de Bogotá D.C de fecha 20 
de septiembre de 2022, en la cual se acredita tal condición (Ver documento anexo). 

 
7. Respecto, a la figura de madre cabeza de familia que ostento cabe aclarar que esta fue 

notificada desde el ingreso a la entidad y cada año fue reportada tanto en las 
Clasificaciones Tributarias de Personas Naturales de Planta y en los Formularios 
Único de Declaración Juramentada de Bienes y Renta y Actividad Económica 
Privada de Persona Natural. (Ver documento anexo) 
 

8. Ahora, frente al tema de acciones afirmativas el día 5 de enero de 2023 radiqué bajo 
número 232000610 en el aplicativo Integratic la solicitud de Nombramiento en 
Carrera Administrativa -Lista de elegible OPEC 14784, ley 909 de 2004- 
Estabilidad Laboral Reforzada por Acción Afirmativa por ostentar la condición 
de madre cabeza de familia, sumado a la afectación al mínimo vital. (Ver 
documento anexo) 
 

9. Con posterioridad al radicado del 5 de enero de 2023, se emite respuesta a dicha 
solicitud mediante radicado N° 232000876 del 6 de enero de 2023 por parte de la 
Entidad en los siguientes términos: 

 (…) Se indica que respecto a los empleos equivalentes según criterio unificado del 22 de septiembre de 2020 
de la CNSC, expidió certificación donde se identifica que la OPEC 147841 “Cumple con las condición de 
empleo equivalente”, y una vez finalizada la etapa de provisión de los empleos convocados se procederá a 
solicitar a la CNSC la autorización del uso de la lista de elegibles para proveer las vacantes iguales y/o 
equivalentes. Ahora bien, respecto a la condición de madre cabeza de familia se observaba que aún estaba 
ejerciendo funciones en el cargo de provisionalidad, entendiendo que no era objeto de atender dicha solicitud. 
(Ver documento anexo). 



10. Mediante correo electrónico del 17 de enero de 2023 se notifica el acto administrativo 
(Resolución) No.00305 del 17 de enero de 2023, por la cual se da por terminado un 
nombramiento provisional a partir de la fecha en que tome posesión en periodo de 
prueba la señora Laura María Villamil Moreno, de acuerdo con la parte considerativa 
de la presente resolución. (Ver documento anexo). 

11. Con la expedición y notificación de la Resolución No.00305 del 17 de enero de 2023, 
el Ministerio de las TIC´s está desconocido mi condición de madre cabeza de familia, 
como sujeto de especial protección, sumada a la afectación al mínimo vital, situación 
que se comprueba con la Declaración Juramentada N° 4076 de la Notaria Séptima del 
Círculo de Bogotá D.C de fecha 20 de septiembre de 2022, con la cual se acredita tal 
condición y que fue allegada a la Entidad por los canales oficiales. (Ver documento 
anexo).  
 

12. El día 19 de enero de 2023, mediante correo electrónico del Oficial de Seguridad de 
la Entidad Andrés Diaz Molina se indican unas series de procedimientos para la 
entrega del cargo como se evidencia a continuación: 

 

 
 
13. El 23 de enero a las 23:50 sin previo aviso se inhabilita el acceso a los diferentes 

sistemas de información a los cuales tenía acceso en el ejercicio de mis funciones en 
la Entidad. 
 

14. Con posterioridad, el día 24 de enero de 2023 recibo una llamada telefónica del 
número de celular 3204955976 quien se idéntica como Andrés Ayala Castañeda 
Coordinador GIT de Administración de Personal, donde me indica que debo 
reintegrarme al servicio puesto que la señora Laura Villamil Moreno solicitó una 



prórroga aproximada de 15 días, sin dar una fecha exacta. Cabe, aclarar que no era ni 
el medio ni mecanismo de notificación, sin embargo, accedí a reintegrar al servicio. 
 

15. Desde la fecha citada hasta aproximadamente el 1 de febrero después de una serie de 
comunicaciones personales se habilitaron los ingresos a las Instalaciones de la 
Institución al igual que la activación de mi usuario en los sistemas de información de 
la Entidad. 
 

16. Mediante correo del viernes 3 de enero por parte de la funcionaria Mabel Toro 
Gutiérrez se notifica las respectivas solicitudes de prorroga donde estaba incluido el 
cargo provisional que ostentaba a la fecha 

  

 

 

 

 

17. Ahora bien, el día 7 de febrero a las 20:00 horas se desactivan nuevamente el acceso 
a los sistemas de información, aduciendo que el día 9 de febrero se posicionaría la 
señora Laura Villamil Moreno, por ende 24 horas antes el cargo debía ser entregado.  

 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

18. Con oficio del 19 de enero bajo N° 
232003247 solicito se responda de fondo las peticiones del memorando del 5 de enero 
bajo N° 232000610. Esa fue atendida bajo N° 232008860 del 7 de febrero del 203, 
sin embargo, tiene un contenido similar a la respuesta emitida el 6 de enero bajo N° 
232000876, con la excepción que respecto a las Acciones afirmativas indican:  

(…) A la fecha, el Ministerio se encuentra en el proceso de elaboración de estudios técnico de verificación de 
cumplimiento de requisitos de estudios y de experiencia de los servidores provisionales que acreditaron alguna 
de las situaciones de protección especial descritas anteriormente, respecto de las vacantes definitivas 
identificadas en la planta de personal, tarea que tiene un alto nivel de complejidad toda vez que se debe evaluar 
el perfil de cada persona frente al empleo a proveer.” y que no se ha desconocido el deber de aplicar acciones 
afirmativas. Teniendo en cuenta la respuesta emitida por la entidad esta no fue atendida de fondo. (Ver 
documento anexo). 

19. Tras una serie de solicitudes de espacio para conversar el tema citado me indican que 
se debe solicitar por agenda y que solo se está atendiendo de manera virtual (teams). 
El 28 de febrero al insistir se me asigna cita para el día martes 7 de marzo a las 8: 40 
a.m vía teams con María Claudia Avellaneda Micolta (Subdirectora para la Gestión 
del Talento Humano) y Andrés Ayala Castañeda (Coordinador GIT Administración 
de Personal). Sin embargo, me conecté de conformidad a la cita pero ninguna de las 
dos partes asistió a esta, igualmente espere los 20 minutos de la cita hasta que 
finalmente la plataforma se cerró automáticamente al completar el tiempo estipulado 
en la cita, sin asistencia por parte de la Entidad, acto de total irrespeto por parte de 
los funcionarios de la Entidad. 



 

20. En efecto, reitero que cumplo con las condiciones establecidas en la Sentencia C- 722 
de 2014 de la Honorable Corte Constitucional, para garantizar la estabilidad laboral 
reforzada por estar amparada por la protección de madre cabeza de familia, como 
sujeto de especial protección, y reiterado en SENTENCIA T- 373 del 8 de junio de 
2017, protección que no fue garantizada por el Ministerio de las TIC´s en la 
Resolución No.00305, ni en el oficio bajo N° 232003247.  
 

21. Que en el mismo orden de mérito de los ganadores del concurso Nación 3, tengo 
derecho a ser nombrada en la medida de lo posible al mérito que ostento en segundo 
lugar y equivalencia según el acuerdo de la CNSC   
 

22. Por otra parte, actualmente cuento con un crédito de libranza el cual asciende un valor 
de $24.523.177 millones de pesos los cuales tenían un descuento mensual de nómina 
por un valor de $441.000. este contaba con una tasa preferencial del 0.90 de interés 
anual, sin embargo, al quedarme desvinculada de la entidad el crédito perdería el 
beneficio quedado con una tasa aproximada del 1,60 de interés, lo cual es insostenible 
y afecta aún más el mínimo vital de mis hijos, madre y mío.  
 

 



 
 
 
 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Mis pretensiones amparan los Derechos Fundamentales a: DERECHO A LA IGUALDAD, 
DERECHO AL TRABAJO, AL MÍNIMO VITAL, DERECHOS DE LOS NIÑOS 
dispuestos en los artículos 13, 25, 28, 43, 48 de nuestra Carta Política y la siguiente 
Jurisprudencia: Sentencia C-766 de 2003, Sentencia SU 446 del 2011, Sentencia T- 211 de 
2011, Sentencia T-984 de 2012, Sentencia T-373 de 2017, y Sentencia T - 084 de 2018 de la 
Corte Constitucional. 

III. SUSTENTACIÓN JURISPRUDENCIAL. 

La Honorable Corte Constitucional, en reiterados pronunciamientos, ha establecido como 
garantía de especial protección y estabilidad laboral reforzada al padre cabeza de familia, la 
cual mediante la Sentencia C-722 de 2014/Corte Constitucional, se hace extensiva la 
protección de que trata el art. 43 constitucional.  

Mediante Sentencia T – 373 del 8 de junio de 2017, la Honorable Corte Constitucional ha 
establecido el régimen de protección especial para aquel personal vinculado mediante 
nombramiento provisional que acredite encontrarse, entre otras condiciones, la calidad de 
padre cabeza de familia, cuyo empleo deba ser provisto mediante lista de elegibles previo 
concurso de méritos, de la siguiente manera:  



"5. La provisión de cargos de la lista de elegibles previo concurso de méritos y la protección 
especial de las personas en situación de discapacidad, las madres y padres cabeza de familia 
y los pre pensionados. Reiteración de jurisprudencia.  

En varias oportunidades esta Corporación ha sostenido que los servidores públicos que ocupan en 
provisionalidad un cargo de carrera gozan de una estabilidad laboral relativa, lo que implica que 
únicamente pueden ser removidos por causas legales que obran como razones objetivas que deben 
expresarse claramente en el acto de desvinculación, dentro de las que se encuentra la provisión 
del cargo que ocupaban, con una persona de la lista de elegibles conformada previo concurso de 
méritos. En esta hipótesis, la estabilidad laboral relativa de las personas vinculadas en 
provisionalidad cede frente al mejor derecho de quienes superaron el respectivo concurso.  

En ese sentido, la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera administrativa, 
encuentra protección constitucional, en la medida en que, en igualdad de condiciones pueden 
participar en los concursos y gozan de estabilidad laboral, condicionada al lapso de duración del 
proceso de selección y hasta tanto sean reemplazados por quien se haya hecho acreedor a ocupar 
el cargo en virtud de sus méritos evaluados previamente.  

Ha señalado igualmente la jurisprudencia de esta Corte, que si bien los actos administrativos que 
desvinculan a una persona nombrada en provisionalidad en un cargo de carrera, requieren de su 
respectiva motivación para garantizar el derecho al debido proceso, esto no significa que quienes 
han sido nombrados en provisionalidad ostentan la misma estabilidad laboral de quien se 
encuentra en el sistema de carrera por haber accedido al cargo por concurso de méritos.  

Sin embargo, esta Corte ha reconocido que dentro de las personas que ocupan en provisionalidad 
cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos de especial protección constitucional, como las 
madres y padres cabeza de familia, quienes están próximos a pensionarse y las personas en 
situación de discapacidad, a los que, si bien por esa sola circunstancia no se les otorga un derecho 
indefinido a permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en virtud del derecho ostentado por 
las personas que acceden por concurso de méritos, sí surge una obligación jurídico constitucional 
(art. 13) de propiciarse un trato preferencial como medida de acción afirmativa.  

Por lo anterior, antes de procederse al nombramiento de quienes superaron el concurso de méritos, 
han de ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben 
vincularse nuevamente en forma provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o 
equivalencia de los que venían ocupando, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones 
especiales al momento de su desvinculación y al momento del posible nombramiento. “La 
vinculación de estos servidores se prolongará hasta tanto los cargos que lleguen a ocupar sean 
provistos en propiedad mediante el sistema de carrera o su desvinculación.  

  En conclusión, siguiendo lo indicado por la Sala Plena de esta Corporación en la sentencia de 
unificación de jurisprudencia SU-446 de 2011, cuando con fundamento en el principio del mérito 
(art. 125 C.P.) surja en cabeza del nominador la obligación de nombrar de la lista de elegibles a 
quien superó las etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en provisionalidad por un 
sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de familia, limitados físicos, 
psíquicos o sensoriales y pre-pensionados, en aplicación de medidas afirmativas dispuestas en la 
constitución (art. 13 numeral 3o), y en la materialización del principio de solidaridad social (art. 
95 ibídem), se debe proceder con especial cuidado previendo dispositivos tendientes a no lesionar 
sus derechos y en caso de no adoptarse tales medidas, de ser posible, han de ser vinculados de 
nuevo en provisionalidad en un cargo similar o equivalente al que venían ocupando, de existir la 
vacante, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones, tanto para la época de su 
desvinculación, como en el momento del posible nombramiento”.  



Con posterioridad, mediante Sentencia T - 084 de 2018, la Corte Constitucional ha 
establecido los elementos que configuran la condición de madre o padre cabeza de familia, 
en los siguientes términos:  

“La condición de madre cabeza de familia requiere la confluencia de los siguientes elementos, a 
saber: (i) que la mujer tenga a su cargo la responsabilidad de hijos menores de edad o de otras 
personas “incapacitadas” para trabajar; (ii) que la responsabilidad exclusiva de la mujer en la 
jefatura del hogar sea de carácter permanente; (iii) que exista una auténtica sustracción de los 
deberes legales de manutención por parte de la pareja o del padre de los menores de edad a cargo; 
y (iv) que exista una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia”. (...)”  

 
FRENTE AL DERECHO VULNERADO O AMENAZADO. 

La solidaridad, como tercer pilar del Estado Social de Derecho, es un principio fundamental 
del que se derivan múltiples principios–por ejemplo, a la seguridad social (artículo 48)– o 
deberes –por ejemplo, a obrar con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en 
peligro la vida o la salud de las personas–, todos ellos aplicables tanto al Estado como a los 

El principio y derecho fundamental a la igualdad –en sus múltiples manifestaciones, 
incluyendo la igualdad de oportunidades, la igualdad real y efectiva o las acciones afirmativas 
a favor de grupos discriminados o marginados y de personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (artículo 13, C.P.)–, 
representa la garantía más tangible- del Estado Social de derecho para el individuo o para 
grupos de personas expuestos a sufrir un deterioro de sus condiciones de vida como sujetos 
de una sociedad democrática –donde todas las personas merecen la misma consideración y 
respeto en cuanto seres humanos. El cual se está viendo vulnerado al no darme la oportunidad 
de seguir desempeñando mis funciones, cuando el Ministerio de las TIC tiene cargos con 
vacancia definida de la Planta Global, como hizo con otro servidor público con las mismas 
condiciones que las mías garantizando el principio de solidaridad y al Mínimo Vital. 

Derecho fundamental al Trabajo El Art. 25 de la C. N. preceptúa: “El trabajo es un derecho 
y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del 
Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.” El derecho 
al trabajo es una manifestación de la libertad del hombre y por tanto en último término tiene 
su fundamento en la dignidad de la persona humana. Esté conlleva a que la entidad por el 
hecho de no brindarme la oportunidad de seguir ejerciendo mis funciones y garantizando mi 
ESTABILIDAD LABORAL en uno de los cargos con vacancia definitiva que tiene la Planta 
Global del Ministerio de las TIC, está vulnerando este derecho fundamental, sin tener en 
cuenta la capacidad, el conocimiento y el tiempo que llevan las personas ocupando un cargo. 

DERECHO AL TRABAJO - Interpretación constitucional respecto a su protección. 

La interpretación constitucional recae sobre un objeto de mayor complejidad el derecho al 
trabajo como uno de los valores esenciales de nuestra organización política, fundamento del 
Estado social de derecho, reconocido como derecho fundamental que debe ser protegido en 
todas sus modalidades y asegurar el derecho de toda persona al desempeño en condiciones 



dignas y justas, así como los principios mínimos fundamentales a los que debe sujetarse el 
legislador en su desarrollo y la obligación del Estado del desarrollo de políticas de empleo 
hacen del derecho al trabajo un derecho de central importancia para el respeto de la condición 
humana y cumplimiento del fin de las instituciones. La interpretación que surge de la 
dimensión constitucional descrita no persigue la solución de un conflicto o diferencia entre 
el trabajador y el empresario para hallar la solución correcta sino pretende, la definición de 
campos de posibilidades para resolver controversias entre derechos o principios 
fundamentales. La protección del derecho al trabajo desde la interpretación constitucional 
tiene el propósito de optimizar un mandato en las más altas condiciones de racionalidad y 
proporcionalidad sin convertirlo en el derecho frente al cual los demás deben ceder 

EL MÍNIMO VITAL, es un derecho propio del ESTADO SOCIAL, el cual se clasifica 
como un derecho social de poder gozar de unas prestaciones e ingresos mínimos, que 
aseguren a toda persona su subsistencia a través de un nivel de vida digno, así como también, 
la satisfacción de las necesidades básicas. 

El derecho fundamental al mínimo vital, cuando se refiere a las condiciones materiales 
básicas e indispensables para asegurar una supervivencia digna y autónoma, constituye un 
límite al poder impositivo del Estado y un mandato que orienta la intervención del Estado en 
la economía (artículo 334 C.P.). La intersección entre la potestad impositiva del Estado y el 
principio de Estado Social de derecho consiste en la determinación de un mínimo de 
subsistencia digna y autónoma protegido constitucionalmente. Este mínimo constituye el 
contenido del derecho fundamental al mínimo vital, el cual, a su vez, coincide con las 
competencias, condiciones básicas y prestaciones sociales para que la persona humana pueda 
llevar una vida libre del temor y de las cargas de la miseria. 

De lo anterior se colige que existe un fundamento legal y constitucional para proteger mi 
derecho fundamental de petición y al trabajo, más aún cuando a través de éste se propende 
por la protección del bien común. 
 
A su vez, acudo a este mecanismo constitucional teniendo en cuenta que la vulneración a los 
derechos fundamentales señales se traduce en un perjuicio irremediable. Como he 
manifestado soy madre cabeza de familia y a su vez, mi madre también depende 
económicamente de mí. La desvinculación a mi trabajo sin tener en cuenta el derecho a la 
estabilidad laboral reforzada ha afectado profundamente mis ingresos y en consecuencia las 
condiciones de atención a mis dos hijos menores de edad y mamá. Al respecto, la Corte 
Constitucional manifestó mediante sentencia 7-084 de 2018 que “cuando el amparo es 
promovido por personas que requieren especial protección constitucional, como niños, niñas 
y adolescentes, mujeres en estado de gestación o de lactancia, madres cabeza de familia, 
personas en situación de discapacidad, de la tercera edad o población desplazada, entre 
otros, el examen de procedencia de la tutela se hace menos estricto, a través de criterios de 
análisis más amplios, pero no menos rigurosos”. En este sentido, entiéndase que no es 
necesario acudir a otros mecanismos jurisdiccionales cuando el criterio de análisis del 
requisito de subsidiariedad se debe analizar teniendo en cuenta que estoy en una condición 
de especial protección constitucional. 
 
En virtud de lo anterior solicito respetuosamente se me concedan las siguientes: 



 
IV. PRETENSIONES. 

 
Se protejan mis derechos constitucionales fundamentales al debido proceso (Art. 29 C.P) 
petición (Art. 23 C.P), igualdad (Art. 13 C.P), trabajo (Art. 25 C.P) acceso y ejercicio de 
cargos públicos (Art. 40, núm 7 C.P) madre cabeza de familia (Ley 1232 de 2008) y 
estabilidad laboral reforzada en empleos públicos (Ley 790 de 2002, art.12), consagrados de 
la Constitución Política y jurisprudencia de la corte constitucional. 

PRIMERO: Ordenar a la señora Sandra Milena Urrutia Peréz Ministra del Ministerio de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones  y/o a quien haga a sus veces a la 
notificación de la presente Acción de Tutela, proteger el amparo de los derechos aquí 
demandados en especial el Nombramiento en Carrera Administrativa -Lista de elegible  
OPEC 14784, ley 909 de 2004 y Estabilidad Laboral Reforzada por Acción Afirmativa por 
ostentar la condición de madre cabeza de familia ya reconocida por la Entidad. 

SEGUNDO: Ordenar a la Comisión Nacional de Servicio Civil autorizar el Uso de las Listas 
de Elegibles vigentes para proveer empleos equivalentes del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. 

TERCERO: Se me nombre en carrera administrativa en el cargo de Técnico Operativo 
empleo nuevo en la planta global del Ministerio de las TIC registrado con la OPEC 188258 
citado como empleo equivalente en el Estudio Técnico de la CNSC del 10 de octubre de 
2022. Esto por ostentar el segundo lugar en el Concurso Nación 3 en la OPEC 147841. 

CUARTO: Se me nombre o reubique en un cargo igual, similar, equivalente o de superior 
categoría, el cual puedo desempeñar como medida transitoria hasta que se haga el 
nombramiento oficial en el cargo de carrera administrativa del cual tengo derecho por merito 
en la Entidad, amparando Estabilidad Laboral Reforzada por Acción Afirmativa por ostentar 
la condición de madre cabeza de familia. 

V. JURAMENTO. 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he promovido acción de tutela alguna por 
los mismos hechos y para ante otra autoridad judicial. 
 

VI. PRUEBAS. 

Téngase como pruebas las que a continuación anexo: 
 

1- Acta de posesión N° 023 del 3 de marzo de 2016. 
2- Resolución nombramiento 0329 del 26 de febrero de 2016. 
3- Clasificación tributaria personas naturales panta MINTIC (2016-2017-2018-2020-

2021) presentadas antes de publicar el concurso. 
4- Solicitud radicado N° 222129344 del 15 de diciembre del 2022. 



5- Declaración juramentada. 
6- Registro civil de Nicolas Herrera y Salome Santos. 
7- Cédula de ciudadanía Oliva Supanteve de Castañeda. 
8- Reporte de beneficiarios a caja de compensación familiar Compensar  
9- Solicitud radicado N° 222129344 del 15 de diciembre del 2022. 
10- Radicado N° 222133115 del 26 de diciembre del 2022, respuesta solicitud radicado 

N° 222129344 del 15 de diciembre del 2023. 
11- Radicado N° 232000610 de 5 de enero de 2023 “Solicitud de Nombramiento en 

Carrera Administrativa -Lista de elegible OPEC 14784, ley 909 de 2004- Estabilidad 
Laboral Reforzada por Acción Afirmativa por ostentar la condición de madre cabeza 
de familia” 

12- Radicado N° 232000876 del 6 de enero del 2023, respuesta solicitud radicado N° 
232000610 de 5 de enero de 2023. 

13- Resolución N° 00305 del 17 de enero de 2023 (terminación vinculación laboral con 
el Mintic) 

14- Radicado N° 232003247 del 19 de enero de 2023- Derecho de petición (al no tener 
acceso a la plataforma de Integratic no tengo acceso al documento)  

15- Plan institucional de la gestión del talento humano vigencia 2023  
16- Radicado N° 232008860 del 7 de febrero de 2023, respuesta solicitud radicado N° 

232003247 de 19 de enero de 2023. 
 

VII. NOTIFICACIONES. 
 
Accionante: Calle 10f 80c 12- Bogotá D.C o correo electrónico karolcas0106@gmail.com 
 
Accionada: Cra. 8 entre calles 12 y 13. Edificio Murillo Toro y correo electrónico: 
notificacionesjudicialesmintic@mintic.gov.co 
 
 
 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 
 
Nombre: Karol Lisette Castañeda Supanteve 
C.C. 1.013.604.79  

 



 


